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Cuando hablamos del plazo de los contratos administrativos nos estamos
refiriendo al momento en que el contratista debe cumplir las prestaciones a las
que se obliga mediante el contrato, lo que en la teoría del negocio jurídico se
denomina «término» que es el límite temporal del que se hacen depender los
efectos de un negocio jurídico o fijación temporal del momento en que debe
cumplirse una prestación u otra obligación. Ese momento podrá darse de manera
continuada durante un tiempo determinado o podrá fijarse en una fecha concreta
en la que el contratista debe cumplir con su obligación.

Ya comentamos en el primer capítulo la diferencia entre los contratos de
actividad y los de resultado. Recordémosla: en el contrato de actividad el objeto
del contrato es la realización de una actividad durante un período de tiempo
determinado, mientras que en el contrato de resultado su objeto es la obtención
de un trabajo o resultado concreto y determinado al que el contratista se obliga,
y no el trabajo o la actividad necesario para obtenerlo. ¿Y qué tiene que ver esta
distinción con el plazo de vigencia de los contratos, materia que pretendemos
abordar ahora? Pues mucho, porque en función de si el contrato es de actividad
o de resultado, el tratamiento del plazo es diferente.

Comencemos con una distinción terminológica: los contratos de actividad
tienen plazo de duración, mientras que los contratos de resultado tienen plazo
de ejecución.

En un contrato con plazo de duración, el tiempo es elemento definitorio de
la prestación, de manera que expirado el plazo el contrato se extingue necesa-
riamente. En cambio, en contratos de resultado el tiempo es un elemento impor-
tante pero no esencial. Por ello, el contrato no se extingue necesariamente por-
que finalice el plazo previsto, sino cuando se concluye a conformidad de la
Administración la prestación pactada, alcanzándose por el contratista el resul-
tado al que se había comprometido.

Esta diferencia es esencial para el régimen de prórrogas. En un contrato de
actividad con plazo de duración, el contrato puede prorrogarse si así está pre-
visto en el pliego de cláusulas administrativas particulares, es decir, puede repe-
tirse la actividad durante un nuevo período de tiempo fijado de fecha a fecha.
En cambio, en un contrato de resultado el contrato no puede prorrogarse, podrá,
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(1)  Informe 19/2020 de la JCCPE.

1.

1.1.

en su caso y con las condiciones que veremos, ampliarse su plazo de ejecución,
dando un tiempo adicional al contratista para que alcance el resultado.

A diferencia de la legislación anterior, la LCSP no contempla una regulación
específica para el plazo del contrato de servicios, sino que la recoge en la dis-
posición general sobre la materia, que no es otra que la contemplada en el
artículo 29 referida al «Plazo de duración de los contratos y de ejecución de la
prestación», regulación que es aplicable a todos los contratos de servicios, con
independencia de su régimen jurídico privado o administrativo, en razón de su
ubicación sistemática en la Ley (1).

Como vemos, el título del artículo 29 distingue, de manera acertada, el plazo
de duración y el plazo de ejecución. Nosotros distinguiremos también, comen-
zando el estudio sobre el plazo de duración de los contratos de servicios y su
prórroga, para finalizar con el plazo de ejecución y las consecuencias de su
incumplimiento.

PLAZO DE DURACIÓN DE LOS CONTRATOS DE PRESTACIÓN
SUCESIVA Y PRÓRROGA DE LOS MISMOS

Reglas para el establecimiento del plazo de duración

El extenso, uno más en la LCSP, artículo 29 comienza fijando unas pautas,
condiciones o reglas generales para la fijación del plazo de duración de los con-
tratos que celebre el sector público. Así, nos dice que la duración de los contratos
del sector público deberá establecerse teniendo en cuenta:

a) La naturaleza de las prestaciones.

b) Las características de su financiación.

c) La necesidad de someter periódicamente a concurrencia la realización
de las prestaciones.

Si bien todo ello, sin perjuicio de las normas especiales aplicables a deter-
minados contratos.

Fijémonos en el carácter imperativo: «deberá». Las entidades del sector
público deben tener en cuenta estas condiciones a la hora de fijar el plazo de
sus contratos y no pueden obviarlas. No parece que se establezca una prelación,
ni una es excluyente de otra, por lo que se debe mantener un equilibrio entre
todas ellas, si bien es posible que unas entren en juego y otras no.

El órgano de contratación, por tanto, a la hora de fijar el plazo del contrato
debe tener en cuenta la naturaleza de las prestaciones, el tipo de inversión que
deberá realizar el contratista para su ejecución y el tiempo necesario para su
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amortización, pues un plazo de duración demasiado corto puede desincentivar
a potenciales licitadores; y por último, pero no menos importante, tiene que tener
en cuenta la necesidad de someter periódicamente a concurrencia la ejecución
de los contratos.

Detengámonos un momento en esta última exigencia. Uno de los principios
que rige la contratación pública es el de la libertad de acceso a las licitaciones,
siendo al mismo tiempo objeto de la legislación de contratos, entre otros, ase-
gurar la salvaguarda de la libre competencia (art. 1 LCSP). Las necesidades que
las administraciones públicas satisfacen mediante contratos pueden clasificarse
en estratégicas, que podemos encuadrar en un plan estratégico de la organiza-
ción para el cumplimiento de sus fines, puntuales, que serían necesidades nue-
vas que no responde a un plan estratégico, tienen un carácter puntual y no se
repiten necesariamente en el tiempo y por último en recurrentes o periódicas
que serían aquellas que tienen por finalidad garantizar el funcionamiento ordi-
nario de la Administración o prestar un servicio a la población y se atienden
mediante contratos de actividad o prestación sucesiva, como por ejemplo la
limpieza urbana, vigilancia de edificios públicos, el mantenimiento de equipos,
instalaciones e infraestructuras o servicios sociales y que están sometidas al
principio de continuidad de la prestación. Estas necesidades son de carácter
periódico, lo que obliga, dada las limitaciones a los plazos de duración de los
contratos, a realizar sucesivos contratos para atenderlas.

Es a estos contratos, que responden a estas necesidades recurrentes, a los que
se dirige el mandato del legislador de someter periódicamente a concurrencia
la ejecución de los contratos. Como veremos a continuación, el plazo máximo
de duración de un contrato de servicios de esta naturaleza, de actividad o pres-
tación sucesiva que responde a necesidades recurrentes o periódicas, es de cinco
años incluyendo las posibles prórrogas. Si la exigencia de someter periódica-
mente a concurrencia las licitaciones de estos contratos se cumpliese con la
limitación a cinco años del plazo de duración del contrato, no sería necesario
que la ley recogiese, como uno de los condicionantes que el órgano de contra-
tación debe tener en cuenta a la hora de fijar el plazo, la periodicidad de las
licitaciones, ya que quedaría plenamente garantizado su cumplimiento con el
límite quinquenal. Pero no es esa la intención de la Ley de Contratos.

El órgano de contratación a la hora de fijar el plazo de un contrato de servicio
de prestación sucesiva que responda a necesidades permanentes de la organi-
zación pública, no puede establecer automáticamente, sin justificación alguna,
el límite máximo de cinco años, pues ello podría suponer la limitación del acceso
a las licitaciones mediante la imposición de un plazo excesivamente largo y no
justificado.

Por otro lado, a la hora de fijar el plazo de duración de estos contratos la
Administración deberá tener en cuenta el componente económico del contrato
en una doble vertiente. Por un lado, deberá tener presente las disponibilidades
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1.2.

(2)  Los contratos de servicios de limpieza urbana suelen acogerse a esta opción excepcional.

presupuestarias, sobre todo en la fijación del plazo inicial sin posibles prórrogas,
y por otro tendrá que ser muy cuidadoso con el presupuesto base de licitación
que necesariamente tendrá que formarse a partir de convenios colectivos que
pueden tener una vigencia inferior al plazo inicial previsto para el contrato.

En definitiva, existen contratos de servicios, donde atendiendo a las circuns-
tancias es procedente el plazo máximo de cinco años, pero en otros, no.

Plazo de duración del contrato de servicios de prestación sucesiva

Ya lo hemos adelantado: los contratos de servicios de prestación sucesiva, los
de actividad, tendrán un plazo máximo de duración de cinco años, incluyendo
las posibles prórrogas (art. 29.4 LCSP). Excepcionalmente se podrá establecer un
plazo de duración superior a cinco años, si se dan tres condiciones simultánea-
mente (2):

i. Cuando lo exija el período de recuperación de las inversiones directa-
mente relacionadas con el contrato.

ii. Estas no sean susceptibles de utilizarse en el resto de la actividad pro-
ductiva del contratista o su utilización fuera antieconómica.

iii. Siempre que la amortización de dichas inversiones sea un coste rele-
vante en la prestación del servicio.

Estas circunstancias deberán ser justificadas en el expediente de contratación
con indicación de las inversiones a las que se refiera y de su período de recu-
peración.

De acuerdo con el artículo 10 del Real Decreto 55/2017, de 3 de febrero, por
el que se desarrolla la Ley 2/2015, de 30 de marzo, de desindexación de la
economía española, el período de recuperación de la inversión del contrato,
sería aquél en el que previsiblemente puedan recuperarse las inversiones reali-
zadas para la correcta ejecución de las obligaciones previstas en el contrato,
incluidas las exigencias de calidad y precio para los usuarios, en su caso, y se
permita al contratista la obtención de un beneficio sobre el capital invertido en
condiciones normales de explotación.

En cuanto al coste relevante en la prestación del servicio, el propio apar-
tado cuarto del artículo 29, nos dice que será objeto de desarrollo regla-
mentario. Tras más de siete años de entrada en vigor de la LCSP, ese desa-
rrollo reglamentario no se ha producido si bien puede considerarse como
costes relevantes aquellos costes futuros cuya cuantía diferirá en función de
la decisión empresarial que se tome, por ejemplo la elección entre varios
proveedores de materias primas.
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(3)  Para el contrato complementario ver capítulo XVI.

Adicionalmente a lo señalado, el artículo 29 recoge tres supuestos en los que
por razón de su objeto, el contrato de servicios podrá tener una duración superior
a cinco años:

i. Contratos de servicios de mantenimiento que se concierte conjunta-
mente con el de la compra del bien a mantener.

Si el mantenimiento solo puede ser prestado por razones de exclusividad
por la empresa que suministró el bien, el mantenimiento podrá tener como
plazo de duración el de la vida útil del producto adquirido.

ii. Contratos de servicios relativos a los servicios a las personas.

Podrá establecerse un plazo de duración mayor cuando ello fuera nece-
sario para la continuidad de aquellos tratamientos a los usuarios en los que
el cambio del prestador pudiera repercutir negativamente.

iii. Contratos de servicios que sean complementarios de otros contratos de
obras o de suministro

El contrato complementario (3) es aquel que tiene una relación de depen-
dencia respecto de otro, el principal, y cuyo objeto se considera necesario
para la correcta realización de la prestación o prestaciones a las que se refiera
dicho contrato principal. Estos contratos complementarios podrán tener un
plazo de vigencia superior a cinco años pero, en ningún caso, exceder del
plazo de duración del contrato principal, salvo en los contratos que com-
prendan trabajos relacionados con la liquidación del contrato principal, cuyo
plazo final excederá al del mismo en el tiempo necesario para realizarlos.

Lo que no recoge la LCSP es cuál sería el plazo máximo o el exceso que sobre
los cinco años puede establecerse como plazo de duración de contratos en los
que lo exija el período de recuperación de las inversiones o en contratos de
servicios relativos a los servicios a las personas. Parece lógico entender que en
el primer caso, el plazo del contrato, incluyendo las posibles prórrogas, estará
ligado al período de recuperación de la inversión que debe ser justificado en el
expediente. En los contratos de servicios de limpieza viaria, consultando las
licitaciones publicadas en la Plataforma de Contratación del Sector Público, se
aprecia que en el caso de que el plazo de duración supere los cinco años, no
sobrepasa los diez y que se justifica por la necesidad de recuperación de la
inversión. Más complicado parece el caso de los contratos de servicios a las
personas. Si atendemos a las reglas o parámetros que indica el artículo 29 para
establecer el plazo de duración de los contratos, el primero de ellos es la natu-
raleza de las prestaciones. Un contrato de servicios a las personas, de naturaleza
asistencial o sanitaria, se encuadraría en los contratos de servicios con presta-
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1.1.

LA MODIFICACIÓN DEL CONTRATO

La potestad de modificar el contrato, conocida como ius variandi, aunque
sería más correcto potestas variandi ya que no se trata de un derecho subjetivo
de la Administración en el seno de una relación jurídica sino de una potestad
atribuida por la ley, se refiere al poder de modificación unilateral del objeto del
contrato que ostenta la Administración.

Esta potestad de la Administración se fundamenta en la defensa del interés
público que, como no nos cansaremos de repetir, es la finalidad de los contratos
administrativos. El interés público justifica la mutabilidad del contrato adminis-
trativo como excepción al principio de inmutabilidad que rige en los contratos
civiles, expresado en el brocardo pacta sunt servanda, ya que en los contratos
públicos lo inmutable queda referido al fin que persiguen. La necesidad de satis-
facer rápidamente el fin público que persigue el contrato, pensemos en la eje-
cución de una infraestructura o en garantizar la prestación de un servicio
público, justifica que la Administración pueda adaptar el contrato a las circuns-
tancias que se puedan plantear durante su ejecución y que son difíciles de prever,
o incluso imposibles, en el momento de la licitación.

La modificación del contrato conforme al derecho comunitario. La
jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea y la Direc-
tiva 2014/24/UE

La ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible supuso un cambio
radical en la concepción de la institución del modificado y en el régimen jurídico
de la modificación de los contratos en España. La reforma tuvo su razón de ser
en la discordancia con el derecho comunitario de la regulación nacional del
régimen de modificaciones de los contratos. Realmente no existía en la entonces
vigente Directiva 2004/18/CE, de 31 de marzo de 2004, un precepto o conjunto
de preceptos que disciplinase la modificación de los contratos, entre otras razo-
nes porque las directivas comunitarias de contratos se han referido tradicional-
mente a la preparación y adjudicación de los contratos, no a la fase de ejecución
en donde se incardina la modificación contractual.
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(1)  STJUE de 29 de abril de 2004 (C-496/99).

En realidad, el régimen jurídico de modificación de los contratos en el Dere-
cho de la Unión Europea es una construcción del Tribunal de Justicia de la Unión
Europea (TJUE), elaborándose progresivamente por dicho Tribunal a partir de la
sentencia «Succhi di Frutta» de 29 de abril de 2004 (1). Esta sentencia tiene por
objeto un pleito relativo a una licitación de la Comisión Europea para fijar las
condiciones más ventajosas para el suministro de zumo de frutas y confituras
destinadas a las poblaciones de Armenia y de Azerbaiyán, con la previsión de
que el pago al adjudicatario se realizaría en especie, y más concretamente en
naranjas y manzanas. Una vez adjudicado el contrato, la Comisión lo modificó
porque desde la adjudicación las cantidades de esas frutas que habían sido reti-
radas del mercado hasta el momento eran insignificantes en relación con las
cantidades necesarias, así que permitió a las empresas adjudicatarias que lo
desearan, aceptar en pago, en sustitución de las manzanas y las naranjas, otros
productos como nectarinas y melocotones.

A la vista de todo lo anterior, Succhi di Frutta que era un licitador que no
resultó adjudicatario ni recurrió la adjudicación del contrato, interpuso recurso
ante la justicia comunitaria, alegando que se habían vulnerado los principios de
igualdad de trato y transparencia y se había producido una alteración sustancial
del contrato después de la adjudicación por la sustitución de la especie elegida
para el pago. Efectivamente, el TJUE determinó que se había producido una vul-
neración de los principios de igualdad de trato y transparencia, alterando sus-
tancialmente las condiciones de la licitación.

Merece la pena reproducir el fallo de la sentencia Succhi di Frutta:
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«El principio de igualdad de trato entre los licitadores (...) impone que todos los
licitadores dispongan de las mismas oportunidades al formular los términos de sus
ofertas e implica, por tanto, que éstas estén sometidas a las mismas condiciones para
todos los competidores».

«Por lo que respecta al principio de transparencia, que constituye su corolario,
tiene esencialmente por objeto garantizar que no exista riesgo de favoritismo y arbi-
trariedad por parte de la entidad adjudicadora. Implica que todas las condiciones y
modalidades del procedimiento de licitación estén formuladas de forma clara, precisa
e inequívoca en el anuncio de licitación o en el pliego de condiciones, con el fin de
que, por una parte, todos los licitadores razonablemente informados y normalmente
diligentes puedan comprender su alcance exacto e interpretarlos de la misma forma
y, por otra parte, la entidad adjudicadora pueda comprobar efectivamente que las
ofertas presentadas por los licitadores responden a los criterios aplicables al contrato
de que se trata».

«La entidad adjudicadora tampoco está autorizada a alterar el sistema general de
la licitación modificando unilateralmente más tarde una de sus condiciones esenciales
y, en particular, una estipulación que, si hubiese figurado en el anuncio de licitación,
habría permitido a los licitadores presentar una oferta sustancialmente diferente».



Por lo tanto, a juicio del TJUE, se produjo una alteración sustancial de las
condiciones de la licitación y adjudicación del contrato porque los licitadores
presentaron sus ofertas desconociendo un elemento esencial del contrato: la
especie en la que iban a ser retribuidos.

La jurisprudencia del TJUE en materia de modificación de contratos, elabo-
rada a partir de la sentencia que hemos comentado, puede resumirse en los
siguientes principios:

i. La modificación del contrato exige que esté prevista de forma clara,
precisa e inequívoca en la documentación de la licitación.

ii. De no hallarse prevista la modificación en la documentación de la lici-
tación, es necesario que la modificación no afecte a ninguna condición esen-
cial del contrato, entendiendo que existe modificación esencial cuando sea
razonablemente presumible que, de haberse conocido la modificación al
tiempo de la licitación, hubieran concurrido otros licitadores o los licitadores
que concurrieron hubieran formulado ofertas muy distintas.

iii. De ser necesaria una modificación esencial no prevista en la docu-
mentación que rige la licitación, lo procedente es resolver el contrato (indem-
nizando oportunamente al contratista) y adjudicar un nuevo contrato, con-
vocando para ello el correspondiente procedimiento de licitación.

Para las instituciones comunitarias la legislación española no se ajustaba a
esta doctrina jurisprudencial, disconformidad manifestada por la Comisión Euro-
pea al Reino de España mediante carta de emplazamiento de 8 de mayo de 2006
y posterior dictamen motivado de 2 de diciembre de 2008. La Abogacía General
del Estado en su Circular 1/2011 sobre el Régimen de modificación de los con-
tratos del sector público, afirmaba que la disconformidad del Derecho español
con el comunitario en materia de modificados, venía provocada no tanto por las
normas de los textos legales que se han sucedido en materia de contratación
pública, cuanto por la práctica administrativa seguida. En cualquier caso, la
decisión comunitaria obligó a España a modificar el régimen jurídico de la
modificación de los contratos y lo hizo mediante la Ley de Economía Sostenible
del año 2011. Esta regulación es la que se recogió en el Texto Refundido de la
Ley de Contratos del Sector Público del mismo año.

Esto supuso un cambio fundamental en la concepción del régimen de los
modificados en España. El objetivo fundamental del sistema tradicional de con-
tratación español había sido siempre la garantía de la finalidad de interés público
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«En efecto, si la entidad adjudicadora estuviera autorizada para modificar a su
arbitrio, durante la fase de ejecución del contrato, las propias condiciones de licita-
ción, sin que las disposiciones pertinentes aplicables contengan una habilitación
expresa en tal sentido, los términos de la adjudicación del contrato, tal como se esti-
pularon inicialmente, resultarían desnaturalizados».



(2)  Codina García-Andrade, Xavier La modificación de los contratos del Sector Público Agencia
Estatal Boletín Oficial del Estado Madrid, 2019 págs. 149 y ss.

1.2.

del contrato, concibiéndose la potestad de modificación unilateral como un ins-
trumento para la consecución de ese interés público, de tal manera que la muta-
bilidad del contrato administrativo era uno de sus principios caracterizador y
diferenciador respecto del contrato civil. En cambio, la jurisprudencia comuni-
taria no se dirige a la preservación del interés público sino a la garantía del
mantenimiento de los principios de igualdad y transparencia en las licitaciones.
Como puede apreciarse el foco del modificado se sitúa en dos momentos dife-
rentes, si en la concepción tradicional española es en la continuidad del con-
trato, en la jurisprudencia del TJUE el foco se sitúa en la licitación, lo que algunos
autores han denominado «licitocentrismo» (2).

La Directiva 2014/24 sobre contratación pública, en su artículo 72, recoge
por primera vez disposiciones sobre las modificaciones de los contratos, incor-
porando la doctrina del TJUE sobre la materia, pero lo hace de una manera
compleja y tortuosa lo que dificulta su interpretación. Si bien es cierto que la
Directiva incorpora la jurisprudencia del TJUE sobre la potestas variandi, tam-
bién es cierto que la flexibiliza permitiendo modificaciones sustanciales del
contrato por causas imprevistas dándose ciertas condiciones.

La modificación del contrato en la LCSP

Como hemos señalado en el capítulo anterior, la modificación del contrato
por razones de interés público se sigue configurando como una de las prerro-
gativas de que dispone la Administración en los contratos administrativos (art.
190 LCSP).

La modificación del contrato se encuentra regulada con carácter general en
los artículos 203 a 207, que podemos sintetizar en los siguientes puntos:

i. Su ámbito de aplicación abarca no solo los contratos administrativos
sino también los contratos privados de servicios que celebren las Adminis-
tración Pública cuando estén sujetos a regulación armonizada (art. 26.2
LCSP). En cuanto a los contratos celebrados por poderes adjudicadores que
no tengan la condición de Administración Pública les serán de aplicación los
artículos 203 a 205 sobre supuestos de modificación del contrato.

ii. A los efectos de la LCSP no tienen la consideración de modificación del
contrato, la sucesión en la persona del contratista, la cesión del contrato, la
revisión de precios y la ampliación del plazo de ejecución (art. 203.1 LCSP).

iii. La modificación del contrato es obligatoria para el contratista cuando
implique, aislada o conjuntamente, una alteración en su cuantía que no
exceda del 20 por ciento del precio inicial del contrato, IVA excluido (Art.
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1.3.

(3)  
(4)  

Informe de la Abogacía General de la Comunidad de Madrid de 6 de mayo de 2021.
Isabel Gallego Córcoles «La modificación de los contratos en la cuarta generación de direc-
tivas sobre contratación pública», Ponencia en el X Congreso de la Asociación de Profesores
de Derechos Administrativo, 2015 https://www.aepda.es/ pág. 28.

brado por un poder adjudicador que no sea Administración Pública, ya que
a estos solo se les aplica las normas contenidas en los artículos 203 a 205.

iv. Se distingue entre modificaciones previstas y no previstas, cuyo régi-
men jurídico pasamos a analizar.

Modificaciones previstas

Las modificaciones previstas están reguladas en el artículo 204 que recoge
los requisitos y límites para su ejercicio.

La posibilidad de la modificación debe advertirse expresamente en el pliego
de cláusulas administrativas particulares, mediante una cláusula de modifica-
ción que deberá:

a. Estar formulada de forma clara, precisa e inequívoca.

b. Precisará con el detalle suficiente: su alcance, límites y naturaleza; las
condiciones en que podrá hacerse uso de la misma por referencia a circuns-
tancias cuya concurrencia pueda verificarse de forma objetiva; y el procedi-
miento que haya de seguirse para realizar la modificación. La cláusula de
modificación establecerá, asimismo, que la modificación no podrá suponer
el establecimiento de nuevos precios unitarios no previstos en el contrato.

c. Permitir a los candidatos y licitadores comprender su alcance exacto e
interpretarla de la misma forma y que, por otra parte, permita al órgano de
contratación comprobar efectivamente el cumplimiento por parte de los pri-
meros de las condiciones de aptitud exigidas y valorar correctamente las
ofertas presentadas por éstos.

El artículo 204 establece dos limitaciones a las modificaciones previstas, una
cualitativa y otra cuantitativa.

En cuanto a la limitación cualitativa, la modificación no puede alterar la
naturaleza global del contrato inicial. ¿Qué es la naturaleza global del contrato?
«La no alteración de la naturaleza global es un requisito escurridizo, confuso y
nada preciso» (3) y su definición el principal reto de la aplicación de las directivas
de contratación en esta materia (4). Nos encontramos ante uno más de los con-
ceptos jurídicos indeterminados que recogidos en la Directiva no se definen y
se incorporan tal cual a la legislación nacional, dando lugar a innumerables
dudas sobre su alcance y contenido.
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206.1 LCSP). No es obligatoria para el contratista del contrato privado cele-



De todos los contratos administrativos, el de servicios es el más utili-
zado por las entidades del sector público en cualquiera de sus nive-
les, ya sea local, autonómico o estatal, y el de mayor importancia 

económica. Convertido por las sucesivas directivas comunitarias y leyes de 
contratos nacionales en un auténtico cajón de sastre, comprende bajo su 
denominación un amplio abanico de prestaciones: de carácter material e 
intelectual, de actividad o de resultado, de carácter interno para el funcio-
namiento de la propia Administración o dirigido a la prestación de servicios 
públicos a los ciudadanos. El resultado es que el contrato de servicios no 
cuenta con un régimen jurídico único, sino con diferentes regímenes en fun-
ción de la naturaleza de su objeto y de su destinatario final, lo que lo con-
vierte en un contrato complejo tanto para la Administración como para los 
licitadores. 
Este libro es un estudio completo, teórico y práctico, del contrato de ser-
vicios desde su preparación hasta su extinción. Del informe de insuficien-
cia de medios a la resolución del contrato, pasando por la elaboración del 
presupuesto base de licitación, los criterios de adjudicación, los aspectos  
laborales que afectan al contrato, el plazo, la incidencia en el contrato de la 
subida del SMI, de las alteraciones del convenio colectivo o de las huelgas 
de los trabajadores, el ejercicio de las prerrogativas y el plazo de abono a 
los contratistas tras la sentencia del TJUE de 20 de octubre de 2022. Todo 
ello se analiza no solo a la luz de las resoluciones de los tribunales de con-
tratos, informes de las juntas consultivas y sentencias de los tribunales de 
justicia sino también desde la perspectiva práctica del gestor de contratos 
públicos.




